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INTRODUCCIÓN

La Agenda de Mujeres, Paz y Seguridad es un área estratégica 
de trabajo tanto para el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES), como para la Entidad de las Naciones Unidas 
para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las 
Mujeres, ONU Mujeres. Sustentada en la Resolución 1325 
(2000) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, se 
estructura en cuatro grandes pilares: participación, protección, 
prevención y construcción de paz y recuperación.

El Gobierno de México ha decidido impulsar distintas 
acciones en la materia, como el desarrollo del Primer Plan 
Nacional de Acción Sobre Mujeres, Paz y Seguridad, 
incrementar la participación de las mujeres en las 
operaciones de paz de las Naciones Unidas y crear un 
programa insignia, a saber, Mujeres Constructoras de Paz 
(MUCPAZ), cuyo objetivo es prevenir la violencia familiar y de 
género mediante estrategias focalizadas e integrales que 
permitan identificar factores de riesgo, fomentar la igualdad 
de género, crear entornos libres de violencia y promover una 
cultura de paz. De igual forma, uno de los seis objetivos del 
Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 
(PROIGUALDAD) 2019-2024 es que las mujeres vivan en 
comunidades seguras y en paz.

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada en 
el año 2015, estableció que solo con sociedades pacíficas, 
justas e inclusivas será posible la agenda de desarrollo 
global, y por esa razón incluyó el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible (ODS) 16: Paz, justicia e instituciones sólidas, 
que conmina a los Estados a poner en práctica soluciones 
duraderas que reduzcan la violencia, hagan justicia, 
combatan eficazmente la corrupción y garanticen en todo 
momento la participación inclusiva.

Asimismo, en 2016, la Asamblea General y el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas expresaron su compromiso 

con la consolidación y el sostenimiento de la paz mediante 
las resoluciones 70/262 y 2282, respectivamente. Con ellas, 
se amplía la visión sobre la agenda de paz, que se centra en 
erradicar las formas generalizadas de violencia en las 
sociedades. Estas resoluciones reafirman el importante 
papel de las mujeres, pues destacan el vínculo entre la 
participación plena y significativa de las mujeres en las 
actividades de prevención, resolución de conflictos y de 
reconstrucción.  

En este documento se presenta un resumen ejecutivo de la 
publicación Análisis de género para el sostenimiento de la 
paz en México,1 que se planteó como un ejercicio analítico 
llevado a cabo por ONU Mujeres, en coordinación con 
INMUJERES. Cabe señalar que los hallazgos y las 
recomendaciones se basan en una revisión de gabinete de 
documentos e informes de diversa índole, el análisis de datos 
estadísticos existentes y una serie de entrevistas realizadas a 
representantes de dependencias de gobierno, organizaciones 
de la sociedad civil, mujeres defensoras, organismos 
internacionales y academia.

Los principales objetivos del análisis de género para el 
sostenimiento de la paz son: 1) generar un mayor y mejor 
entendimiento de los factores que contribuyen o que tienen 
potencial de contribuir a la conflictividad en México en la 
actualidad, con un especial foco en las relaciones de poder 
basadas en el género; 2) identificar el impacto diferenciado 
tanto de la conflictividad como de los factores que la generan, 
en hombres, mujeres y minorías diversas; 3) reflexionar sobre 
cómo las normas sociales y roles de género relacionados 
contribuyen a generar o a perpetuar factores de conflictividad 
actuales o latentes; y 4) identificar oportunidades para avanzar 
en procesos de sostenimiento de la paz, poniendo un especial 
énfasis en el rol de las mujeres como constructoras de paz.

1.	 https://mexico.unwomen.org/es/digiteca/publicaciones/2021/09/
analisis-de-genero-para-el-sostenimiento-de-la-paz-en-mexico

https://mexico.unwomen.org/es/digiteca/publicaciones/2021/09/analisis-de-genero-para-el-sostenimiento-de-la-paz-en-mexico
https://mexico.unwomen.org/es/digiteca/publicaciones/2021/09/analisis-de-genero-para-el-sostenimiento-de-la-paz-en-mexico
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La mayoría de las personas consultadas en el marco de este análisis coincidieron 
en que a partir del inicio de la llamada “guerra contra las drogas” a finales de 
2006, se registró un marcado incremento en los niveles de violencia, cuya 
tendencia al alza se ha mantenido en los últimos años. 

También se destaca que esta “guerra” fue una respuesta al 
incremento de la utilización del territorio mexicano para el 
tráfico de estupefacientes a Estados Unidos, luego de 
producirse una modificación en rutas existentes que, 
anteriormente, permitían el ingreso de las drogas 
principalmente a través del Caribe. Así, la “guerra contra las 
drogas” rompió un estado de “paz controlada” ejercida 
principalmente desde el centro hacia el resto del país. Esta 
“paz” ejercía una especie de contención de riesgos de 
violencia, pero no necesariamente atacaba las causas 
estructurales de la conflictividad en el país, la cual estaba 
más bien ligada a desigualdades estructurales, la ausencia o 
debilidad de la institucionalidad del Estado y el ejercicio de 
distintas formas de violencia, entre otros factores.

1

2.	 Human Rights Watch (2019) Informe Mundial 2019. México. Disponible 
en: https://www.hrw.org/es/world-report/2019/country-
chapters/326034

“GUERRA CONTRA LAS DROGAS” Y 
MILITARIZACIÓN DE LA POLÍTICA DE 
SEGURIDAD COMO PUNTO DE PARTIDA

El enfoque militarista continuó durante la siguiente 
administración (2012-2018). Si bien distintos indicadores de 
violencia experimentaron una reducción durante la primera 
mitad de ese gobierno, estos volvieron a incrementarse a 
partir del año 2016.

Actualmente, el Gobierno Federal se ha 
comprometido a implementar una estrategia 
para la construcción de la paz. No obstante, 
algunas acciones en materia de seguridad han 
generado discusión en torno a la 
desmilitarización, tales como la creación de la 
Guardia Nacional en marzo de 2019.

La “militarización” de la respuesta a la violencia del crimen 
organizado tiene una serie de efectos que debilitan a las 
policías municipales y estatales y dañan la institucionalidad 
del Estado responsable de responder a distintos desafíos 
planteados por el accionar de actores al margen de la ley. 
Otro impacto de los altos niveles de militarización se refleja 
en las denuncias sobre presuntos abusos cometidos por 
militares, de las cuales, entre diciembre de 2012 y enero de 
2018, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(CNDH) recibió más de 4,600.2

https://www.hrw.org/es/world-report/2019/country-chapters/325538#
https://www.hrw.org/es/world-report/2019/country-chapters/325538#
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La mayoría de los actores consultados para este análisis identificaron una débil 
institucionalidad estatal en parte del territorio nacional, lo que contribuye a 
generar vacíos de poder que son ocupados por grupos del crimen organizado. 
Se calcula que al menos 40 por ciento del territorio del país tiene una 
importante presencia de estos.3

Este fenómeno es aún más grave cuando se tiene en cuenta 
que en muchos casos existe colusión entre agentes 
estatales, especialmente las fuerzas de seguridad, y el 
crimen organizado. Durante las últimas décadas, cada nueva 
disputa entre grupos del crimen organizado o entre estos y 
agentes estatales, ha resultado en un incremento directo de 
los niveles de violencia registrados.

Si se toma a los homicidios como un indicador de los niveles 
de violencia en el país, puede observarse que desde 2006 –
comienzo de la “guerra contra las drogas”– hasta ahora, 
aunque ha habido periodos de reducción de homicidios 
atribuibles a distintos factores, el incremento es importante. 
De 10,427 homicidios totales reportados en 2006, se pasó a 
35,410 homicidios reportados en 2018.4

Es difícil identificar estadísticas que muestren el impacto 
específico de la actividad de grupos del crimen organizado y 
la respuesta institucional en distintas formas de violencia 
contra las mujeres. Aunque existe la percepción de que hay 
un alto número de homicidios de mujeres vinculados a las 
actividades del narcotráfico, es difícil contar con cifras 
confiables. Las dificultades están relacionadas, por un lado, 
con desafíos propios de este tipo de análisis en contextos 
de alta criminalidad y violencia en los cuales la recolección 
de información fidedigna resulta riesgoso, y por otro, a 

VACÍOS DE INSTITUCIONALIDAD ESTATAL 
Y CONTROL TERRITORIAL POR PARTE DEL 
CRIMEN ORGANIZADO 2

3.	 La ausencia del estado en México dio fuerza a cárteles: Ricardo Raphael, 
Ramón Verdín, diciembre de 2019. Ref. https://www.debate.com.mx/
politica/La-ausencia-del-estado-en-Mexico-dio-fuerza-a-carteles-
Ricardo-Raphael-20191201-0072.html

4.	 INEGI. Base de datos de Defunciones Generales. Descarga el 5 de 
noviembre del 2019 y CONAPO. Proyecciones de la población de México 
y de las Entidades Federativas 2016-2050. Nota: No se consideran los 
casos donde no especifica la entidad de ocurrencia o sucedió en el 
extranjero ni el sexo.

problemas propios de las estadísticas sobre temas de 
seguridad y a un débil enfoque de género en la generación 
de estas, lo que dificulta su interpretación.

A pesar de los desafíos en la recolección de datos para el 
análisis, la mayoría de los actores entrevistados coincidieron 
en que, si bien la violencia derivada de estos grupos tiene una 
mayor incidencia directa en los hombres, las mujeres son 
mayoritariamente víctimas de impactos indirectos. En otras 
palabras, la consecuencia de la violencia extrema y directa 
ejercida por estos grupos (mayoritariamente) contra hombres 
repercute en que las mujeres tengan que constituirse en 
cabezas de hogar, en defensoras de derechos humanos, en 
buscadoras de personas desaparecidas o que tengan que 
desplazarse para escapar de la violencia.

Por otro lado, la violencia armada no solo tiende a 
tener un impacto en el aumento de la violencia 
contra mujeres y niñas, como la sexual, sino en el 
ejercicio de derechos, como el de participación en 
la vida política y pública y el de educación, por 
ejemplo. Adicionalmente, algunos especialistas 
señalaron que no hay suficientes estudios a fondo 
sobre la participación de mujeres en grupos del 
crimen organizado o los efectos colaterales de la 
participación del narco en las familias. 

https://www.debate.com.mx/politica/La-ausencia-del-estado-en-Mexico-dio-fuerza-a-carteles-Ricardo-Raphael-20191201-0072.html
https://www.debate.com.mx/politica/La-ausencia-del-estado-en-Mexico-dio-fuerza-a-carteles-Ricardo-Raphael-20191201-0072.html
https://www.debate.com.mx/politica/La-ausencia-del-estado-en-Mexico-dio-fuerza-a-carteles-Ricardo-Raphael-20191201-0072.html
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Hay un patrón de utilización de las mujeres, especialmente 
de aquellas en condiciones de vulnerabilidad, para la 
realización de estas tareas vinculadas al negocio de las 
drogas: parece que las mujeres muchas veces quedan en las 
primeras líneas de la comisión de delitos contra la salud, 
mientras que quienes ejercen el control de estas actividades 
delictivas quedan más bien fuera del alcance de la ley. 

Además, las entidades federativas avanzan a distintos 
ritmos sobre las reformas relacionadas con la lucha contra 
la corrupción, lo cual hace aún más difícil la tarea de 
combatirla, especialmente si se tiene en cuenta que en el 
ámbito local se dan amenazas del crimen organizado a 
agentes del Estado y se extorsiona a la población civil.

Así, el círculo vicioso compuesto por la 
corrupción y colusión de agentes del Estado con 
el crimen organizado, los altos niveles de 
impunidad y la baja confianza en instituciones 
estatales, contribuye a profundizar la crisis de 
derechos humanos por la cual atraviesa el país: 
una de las violaciones más generalizadas es la 
desaparición forzada ejecutada por agentes 
estatales y por grupos del crimen organizado, 
fenómeno que se da en gran parte del territorio 
mexicano y que ha alcanzado niveles críticos.

LA IMPUNIDAD Y COLUSIÓN DE AGENTES 
ESTATALES CON EL CRIMEN ORGANIZADO 
COMO FACTORES PERPETUADORES DE LA 
CRISIS DE DERECHOS HUMANOS Y LA 
DÉBIL CONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES 3

5.	 Ref. https://www.tm.org.mx/ipc2018/

En los casos en los que las mujeres logran involucrarse en 
alguna actividad económica no vinculada al crimen organizado, 
los niños y las niñas quedan frecuentemente sin cuidados. En 
contextos de fragilidad y vulnerabilidad como los que se dan 
en varias regiones del país, estas niñas, niños y adolescentes 
encuentran en las pandillas o el crimen organizado el sentido 
de “comunidad” que otros actores no pueden generar.

La violencia relacionada con el crimen organizado y las violaciones cometidas por 
agentes estatales son consecuencia de la falta de un Estado de derecho efectivo. 
El armado institucional del Estado contribuye a que se mantengan los niveles de 
corrupción e impunidad. De acuerdo con Transparencia Mexicana, la impunidad 
contribuye a perpetuar la corrupción, y el marco legal anticorrupción aprobado 
por México en 2015 sigue sin ser implementado a cabalidad.5

Aunque las estadísticas disponibles reflejan que es mayor el 
número de hombres que de mujeres desaparecidas, la 
desaparición de personas, ya sea por parte de agentes del 
Estado o de grupos del crimen organizado, tiene una serie de 
impactos directos e indirectos en la vida de las mujeres. 
Cuando ellas son las víctimas, las autoridades frecuentemente 
reflejan una predisposición que discrimina y estigmatiza a las 
mujeres desaparecidas, y al parecer no hay mecanismos, 
sistemas o procesos adecuados para integrar una perspectiva 
de género que permita investigar de manera efectiva, así 
como atender a las y los familiares de dichas mujeres.

Con respecto a los impactos indirectos, la desaparición, por 
ejemplo, de un jefe de hogar resulta en que la mujer quede 
sola al frente de este. Así, deben enfrentar el doble desafío 
de continuar con las tareas de cuidado del hogar y 
encontrar una fuente de ingreso que permita mantener a 
flote a su familia. Además, muchas de las mujeres afectadas 
por las desapariciones de sus familiares o parejas se suman 

https://www.tm.org.mx/ipc2018/
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activamente o comienzan a liderar esfuerzos de búsqueda 
de estos, lo cual implica una nueva carga que se suma a las 
anteriores y las expone a distintos riesgos, como perder su 
trabajo y sufrir un deterioro de su salud, entre otros. 

Cabe señalar que a la desaparición forzada frecuentemente 
se le suman otras violaciones a los derechos humanos, 
como las torturas y malos tratos, incluida la violencia 
sexual, en particular por parte de miembros de fuerzas de 
seguridad y agentes de investigación durante el arresto y las 
primeras etapas de la detención.

Esta situación se ve agravada por las actuales políticas 
migratorias, principalmente mexicanas y estadounidenses, 
que inciden en las restricciones a la movilidad y exponen a las 
personas migrantes a una serie de riesgos y vulnerabilidades 
tanto en su tránsito, como en su retorno a países de origen.

Así, hay ciertas zonas o regiones del país donde 
estos riesgos son más altos, como por ejemplo el 
desierto de Sonora, Tamaulipas, Veracruz y 
Chiapas, entre otras. Entre los riesgos que 
enfrentan están la extorsión, el secuestro, la 
violencia sexual, arrestos arbitrarios, la trata de 
personas, el reclutamiento forzado para participar 
en actividades delictivas, o inclusive la muerte.

Las mujeres y las niñas en situación de migración enfrentan 
tanto riesgos estructurales, como circunstanciales 

LA MOVILIDAD HUMANA EN EL 
CONTEXTO DE POLÍTICAS MIGRATORIAS 
RESTRICTIVAS Y LA PROFUNDIZACIÓN 
DE LA VULNERABILIDAD DE LA 
POBLACIÓN MIGRANTE 4

Un último aspecto relevante en materia de impunidad es el 
relacionado con la criminalización y persecución a periodistas, 
especialmente en un país en el que falta democratizar los 
medios, pues esto contribuye a mantener la corrupción e 
impunidad que se forman en las narrativas dominantes. Y, 
aunque el acceso a internet y las redes sociales promueve una 
democratización, un gran porcentaje de la población no tiene 
acceso a estos, y muchas de ellas son mujeres, particularmente 
de zonas rurales. Esta situación hace que se dificulte aún más 
la lucha contra la impunidad, la corrupción y la posibilidad de 
dar voz a vastos sectores de la población.

Si bien la movilidad humana por sí misma no es un factor de conflictividad, tanto 
la respuesta a este fenómeno por parte del Estado, como la vulnerabilidad a la 
cual están expuestas las personas migrantes ante grupos del crimen organizado 
o agentes estatales, genera tensiones y profundiza la crisis de derechos 
humanos. Aunque la legislación mexicana en materia migratoria establece que 
el ingreso al país de manera irregular es una falta administrativa, los y las 
migrantes enfrentan situaciones de violencia, discriminación y criminalización.

relacionados con las dificultades del viaje hacia EE. UU., 
particularmente la violencia sexual y victimización ejercida por 
contrabandistas (coyotes), pandillas, carteles y la propia policía.

El grupo de migrantes LGTBIQ se encuentra en situación de 
particular vulnerabilidad no solo por parte del crimen 
organizado sino también por parte de agentes estatales: las 
autoridades a cargo de brindar algún tipo de asistencia a la 
migración no tienen claridad sobre cómo tratar distintas 
necesidades específicas de estas poblaciones, incluyendo, por 
ejemplo, a qué centros referir a la población migrante trans. 

Asimismo, en los últimos años se ha hecho evidente el 
fenómeno de desplazamiento interno en el país, el cual 
también es de naturaleza multicausal, aunque, ciertamente, 
una de las principales causas es la violencia y la inseguridad 
generada por el crimen organizado.
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Así, los altos flujos de movilidad humana, que comprenden 
tanto a población migrante como a la desplazada 
internamente, en un contexto de políticas y medidas 
restrictivas en materia migratoria y una alta incidencia de 
grupos del crimen organizado y presencia de agentes 
estatales en colusión con estos, profundizan los riesgos y 
vulnerabilidades a los cuales, de por sí, estas poblaciones 
están expuestas. El crimen organizado y algunos agentes 
estatales pueden aprovecharse de esta situación, lo que 

LA DEFENSA DEL TERRITORIO 
Y LOS BIENES NATURALES COMO 
RESISTENCIA A UN MODELO 
EXTRACTIVO DE PRODUCCIÓN 5

contribuye a perpetuar ciclos de violencia y criminalidad, 
además de que es posible que esta población pase a formar 
parte de las estructuras criminales. La situación de mujeres y 
niñas es especialmente preocupante, ya que se trata de un 
grupo sometido a mayores niveles de vulnerabilidad debido a 
patrones machistas y patriarcales enraizados en las 
sociedades de México y de la región, por lo que están 
expuestas a sufrir violencia sexual, o a ser víctimas de trata y 
tráfico de personas.

El modelo extractivo de recursos naturales puede generar conflictividad y abusos 
a los derechos de comunidades. Aunque existe un marco jurídico que prioriza y 
da preferencia a la industria extractiva y de generación energética, la 
exploración y explotación de recursos naturales se ha convertido en un serio 
problema de despojo de comunidades.

Algunos de los problemas vinculados a la conflictividad 
relacionada con la exploración y explotación de recursos 
naturales tienen que ver con la falta de cumplimiento de la 
debida diligencia respecto a los estándares internacionales en 
la materia. En ese marco, es fundamental garantizar la 
participación efectiva de comunidades que se verán afectadas 
por los distintos proyectos mediante mecanismos de consulta 
que sean inclusivos, brinden información adecuada y permitan 

escuchar las voces de las comunidades. Además, es necesario 
garantizar la participación de las mujeres en los procesos de 
consultas, pues sus voces actualmente no están siendo lo 
suficientemente escuchadas, especialmente en un país en 
donde aún hay comunidades que no permiten que las mujeres 
hereden, o que participen en las asambleas comunitarias, 
como sucede en algunas poblaciones indígenas.

Finalmente, para concluir esta sección, cabe subrayar que la violencia contra las mujeres, que se manifiestan en distintos 
ámbitos, contribuye a perpetuar la actual crisis de derechos humanos, erosionando la democracia y el estado de derecho 
en México. Esto se ve agravado por la preponderancia de un sistema social altamente patriarcal, el cual asigna roles a 
mujeres y a hombres. Estos roles muchas veces contribuyen a generar, perpetuar o naturalizar las distintas formas de 
violencia contra las mujeres.

Los esfuerzos que hacen las mujeres por romper con los estereotipos de género tienen el potencial de generar 
resistencias a nivel social, comunitario y hasta dentro de las propias familias. 

La violencia de género debe considerarse al momento de identificar estrategias preventivas y de transformación de la rea-
lidad. Una paz que no atiende las grandes desigualdades, como las de género, y las violencias que estas generan, no es paz.
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OPORTUNIDADES 
PARA LA PAZ Y 
PROPUESTAS DE 
LÍNEAS DE 
INTERVENCIÓN 
PLANTEADAS



El Análisis propone el establecimiento de alianzas específicas entre instancias 
gubernamentales nacionales con el objetivo de visibilizar tanto los factores que 
contribuyen a la conflictividad, como los esfuerzos por transformarlos de manera positiva. 
Esta labor podría ir de la mano de la generación de metodologías y herramientas para 
mejorar la calidad de análisis, cifras y estadísticas que permitan tomar decisiones 
informadas. ONU Mujeres podría brindar asistencia técnica en esta materia. 

De manera puntual, se podría hacer un estudio sobre el impacto 
específico de la violencia del crimen organizado sobre las 
mujeres, prestando atención a la serie de riesgos y vulnerabilidades 
que se profundizan en ese contexto, así como sobre los casos de 
mujeres que terminan en sentencias condenatorias por delitos 
contra la salud. También se recomienda continuar con los esfuerzos 
para armonizar y mejorar la calidad de los datos oficiales con 
relación a los feminicidios y homicidios de mujeres.

ONU Mujeres podría facilitar el intercambio de 
experiencias, metodologías, herramientas, tanto en el 
acompañamiento a organizaciones de mujeres que buscan 
a personas desaparecidas, como en la asistencia a víctimas. 
Asimismo, podría apoyar a la Comisión Nacional de 
Búsqueda en la implementación de un programa de 
fortalecimiento de capacidades vinculadas a la 
incorporación de la perspectiva de género para todo el 
Sistema Nacional de Búsqueda, incluidas las comisiones 
estatales de búsqueda. Sería pertinente dedicar un estudio 
específico al caso de mujeres y niñas desaparecidas.

El análisis plantea como una estrategia importante el fortalecimiento del acceso a la 
justicia, particularmente para las mujeres, así como los protocolos con perspectiva de 
género para toda la cadena de justicia, desde la investigación hasta la sentencia y 
ejecución de pena, y de manera transversal, incluyendo procuradurías, fiscalías y 
fuerzas de seguridad.  
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OPORTUNIDADES PARA LA PAZ 
Y PROPUESTAS DE LÍNEAS DE 
INTERVENCIÓN PLANTEADAS



Relacionado con el punto anterior, se plantea la importancia de trabajar en una 
propuesta de acompañamiento integral de las mujeres buscadoras, que incluya el 

cuidado de su salud mental, así como en el desarrollo de mecanismos para 
reintegrarlas a sus familias y a sus comunidades, con el objetivo de reducir los riesgos, 

las vulnerabilidades y los actos de estigmatización a los que se enfrentan.

Se sugiere trabajar en la incorporación de la perspectiva 
de género dentro de las fuerzas de seguridad, así como 

en las instituciones, los sistemas y procesos vinculados al 
movimiento migratorio.

En México existen varias iniciativas a nivel local enfocadas en la construcción de paz. En 
este sentido, el PROIGUALDAD 2020-2024 y el Programa Institucional del INMUJERES 
prevén apoyo a los esfuerzos para la construcción de paz. Así, es conveniente poner 

atención a los municipios a la hora de planificar, diseñar e implementar intervenciones 
para la construcción de paz, especialmente en la frontera sur, pues en ella confluyen 

la pobreza extrema, la coexistencia de población indígena y no indígena, flujos 
comerciales y de personas migrantes, presencia de redes de trata, entre otros.

El análisis sugiere fortalecer los liderazgos comunitarios para 
la construcción de paz mediante la promoción o creación de 
espacios locales de mediación y prevención de conflictos en 

los cuales las mujeres juegan un rol clave como lideresas, 
mediadoras y constructoras de paz. Esto podría hacerse por 
medio de los programas que el INMUJERES dedica a este fin.

Finalmente, el análisis destaca la importancia de apoyar proyectos autogestionados de 
carácter económico, como complemento al fortalecimiento de los liderazgos 

comunitarios en materia de construcción de paz. La autonomía económica es vital para 
que las mujeres puedan organizarse comunitaria, social y políticamente. Esto podría 

hacerse mediante iniciativas que ONU Mujeres ya ha desarrollado en materia de 
empoderamiento económico de las mujeres y de fortalecimiento de liderazgos 

comunitarios para la prevención y transformación de conflictos y la construcción de paz.
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